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L a iniciativa de reforma constitucional en materia 
electoral presentada por la presidenta de la Repú-
blica contiene un conjunto de modificaciones orien-

tadas a fortalecer los derechos político-electorales de 
las personas mexicanas residentes en el extranjero. Por 
primera vez, la representación legislativa de la diáspora 
dejaría de depender de acciones afirmativas ordenadas 
por la vía jurisdiccional y se elevaría al rango de manda-
to constitucional. Este capítulo examina esas modifica-
ciones: el contexto demográfico y político que las hace 
urgentes, la trayectoria normativa que las precede y el 
contenido específico de cada una de las propuestas.

I. Características de la ciudadanía
residiendo en el extranjero

En México, la discusión sobre los derechos de las per-
sonas migrantes no puede ser marginal. En términos 
absolutos y relativos, el nuestro es uno de los países con 
mayor presencia de connacionales viviendo fuera de sus 
fronteras. Según el Informe sobre las Migraciones en el 
Mundo 2024, la India encabeza la lista global con cerca 
de 18 millones de personas residiendo fuera de su país. 
México ocupa el segundo lugar, con aproximadamente 
12.37 millones (McAuliffe y Triandafillidou, 2024). 

Pero este componente —el de las personas nacidas en 
México— no es siquiera el que mejor explica la diáspora 
mexicana. Se estima que la primera generación es ape-
nas un tercio (31.3%) del total. La segunda generación, 

compuesta por hijos e hijas de al menos un progeni-
tor mexicano nacidos en suelo estadounidense, suma 14 
millones (34.4%). La tercera generación, con abuelos 
de origen mexicano, alcanza los 13.9 millones (34.3%). 
En conjunto, las tres generaciones podrían superar los 
40 millones de personas (Conapo-BBVA, 2025), lo que 
convierte a dicha diáspora mexicana en un asunto de 
primera importancia. Casi uno de cada 10 mexicanos 
nacidos en México emigró a otro país, y si se conside-
ran sus descendientes, la nación mexicana se extiende 
mucho más allá de sus fronteras geográficas.

Pero, además del tamaño, es importante considerar el 
alto grado de concentración de la diáspora. La inmensa 
mayoría de la migración mexicana vive en Estados Uni-
dos,2 lo que lo confirma a la frontera entre ambos países 
como el corredor migratorio más importante del planeta 
(McAuliffe y Triandafillidou, 2024). Sin embargo, en los 
últimos años se ha registrado una creciente diversifica-
ción. Entre 2018 y 2023, el 12.1% del flujo migratorio 
se ha dirigido lugares distintos que EUA (Conapo-BBVA, 
2025). 

Estas cifras se vuelven especialmente relevantes en el 
contexto político actual. Desde el inicio de su segundo 
mandato, el presidente Donald Trump ha impulsado una 
política migratoria que ha golpeado directamente a la 
comunidad de origen mexicano en los Estados Unidos. 
Cualquier esfuerzo por fortalecer los derechos políticos 
de una comunidad tan grande, pero tan vulnerable, debe 
considerarse con seriedad.

La voz migrante en el Congreso federal

Yuri Beltrán1

1	 Maestro en Gobierno y Asuntos Públicos. Fue consejero en el Instituto Electoral de la Ciudad de México. ORCID: https://orcid.org/0000-0003-1186-0922.
2	 A partir de datos sobre matrículas consulares expedidas, el Instituto de los Mexicanos en el Exterior estima que el porcentaje en EUA podría ser de 

96%.
Libro completo en: https://tinyurl.com/mw69vv3n
2026. Konrad Adenauer Stiftung e.V., https://www.kas.de/es/web/mexiko
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO
56

II. Voto en el extranjero. Reformas 
graduales y a destiempo

Frente a ese panorama de intensidad migratoria, resulta 
paradójico que los cambios constitucionales y legales que 
reconocieron derechos político-electorales de las y los 
migrantes hayan tardado tanto tiempo. Los instrumen-
tos concretos que se diseñaron para la participación han 
tenido un desempeño limitado.

Si bien se ha documentado que desde principios del siglo 
XX algunos liderazgos migrantes exigían participar polí-
ticamente desde el exterior (Calderón, 2003), fue hasta 
finales de esa centuria que los grupos organizados logra-
ron incidir en la clase política mexicana y estimular el 
cambio constitucional. 

En 1996 se registró la modificación relevante a la Carta 
Magna. La reforma al artículo 36 eliminó la obligatoriedad 
de votar “en el distrito electoral que le corresponda”, susti-
tuyéndola por la fórmula de sufragar “en los términos que 
señale la Ley”. Con ello quedaba abierta la posibilidad jurí-
dica del sufragio desde el exterior. Debieron pasar nueve 
años para que, en 2005, ya en la antesala del proceso elec-
toral federal 2005-2006, se modificara el entonces Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

El modelo resultante produjo uno de los sistemas más res-
trictivos del planeta. Había dificultades para una implemen-
tación amplia, así como preocupaciones genuinas sobre 
los riesgos de abrir el voto en el exterior precisamente 
en los años en que el sistema electoral mexicano apenas 
comenzaba a adquirir confiabilidad entre la ciudadanía. 

GRÁFICA 1. POBLACIÓN MEXICANA EN EUA POR GENERACIÓN

FUENTE: Conapo-BBVA (2025), valores estimados.
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Las dificultades eran de origen. Para poder votar era 
indispensable contar con una credencial para votar expe-
dida en territorio nacional, lo que excluía de facto a la 
mayoría de los migrantes que habían cruzado la frontera 
sin llevar consigo ese documento. Quienes sí lo tenían 
debían registrarse además en un Listado Nominal ad hoc. 
El registro se hacía por correo certificado y, en la primera 
elección de 2006, el costo del envío de la solicitud fue 
absorbido por el propio votante. La emisión del sufragio 
era exclusivamente postal. 

Los resultados de este modelo restrictivo hablaron por sí 
solos. La Gráfica 2 presenta la evolución del listado nomi-
nal de electores residentes en el extranjero y la votación 
efectivamente recibida en las cuatro elecciones presiden-
ciales celebradas bajo el esquema del voto extraterri-
torial. Las cifras absolutas son elocuentes: en los dos 
primeros comicios con voto foráneo, menos de 60 mil 
personas —de un universo potencial de varios millones— 
lograron registrarse para sufragar.

GRÁFICA 2. LISTADO NOMINAL, VOTACIÓN Y PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA EN ELECCIONES PRESIDENCIALES

FUENTE: Elaboración propia con datos del INE.
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La trayectoria posterior muestra que el crecimiento en 
el número de inscritos a partir de 2015 no fue con-
secuencia de mejoras al modelo original, sino de la 
reforma de 2014. Esta modificación habilitó la creden-
cialización desde el extranjero. El programa arrancó en 
2016 y sus efectos son visibles en la siguiente Gráfica 

que muestra el acumulado de credenciales foráneas 
recibidas y entregadas por el INE en su primera década 
de implementación. La tendencia general es inequívoca: 
la credencialización aumenta en forma constante; inclu-
sive en años en que no hay proceso electoral federal, la 
demanda se eleva.

	 3	 El Consejo General del INE, mediante Acuerdo INE/CG527/2023 (INE, 2023), estableció para el Proceso Electoral Federal 2023-2024 acciones 
afirmativas en favor de personas mexicanas migrantes y residentes en el extranjero. Ordenó a los partidos políticos nacionales postular al menos 
una fórmula de personas mexicanas migrantes en sus listas de representación proporcional, distribuida en franjas de cinco dentro de cada circuns-
cripción electoral plurinominal, con inicio en el tramo de mayor competitividad; así como al menos una fórmula en mayoría relativa, distribuida 
homogéneamente entre los bloques de competitividad alta, media y baja. El propio acuerdo recoge una advertencia relevante derivada del proceso 
electoral de 2020-2021, en el que la acción afirmativa ordenada por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación —consistente en ubi-
car una fórmula migrante dentro de los primeros 10 lugares de cada una de las cinco listas de representación proporcional— produjo resultados 
cuestionados, entre otras razones porque la legislación vigente no permitía que las mexicanas y los mexicanos residentes en el extranjero votaran 
directamente por esos cargos. Ello evidenció la contradicción estructural del modelo: candidaturas diseñadas para representar a la diáspora, pero 
elegidas por votantes en territorio nacional.

GRÁFICA 3. ACUMULADO DE CREDENCIALES FORÁNEAS RECIBIDAS Y ENTREGADAS POR AÑO

FUENTE: Elaboración propia con datos del INE.

Sin embargo, la magnitud del avance en credencializa-
ción contrasta con una limitación que ninguna reforma 
ha resuelto todavía: la ausencia de representación polí-
tica directa de la diáspora. En la actualidad, las y los 
mexicanos en el exterior pueden votar por candidatu-
ras que compiten en el territorio nacional, pero no exis-
ten escaños reservados para representantes elegidos 

directamente por quienes viven fuera de las fronteras. 
Las diputaciones migrantes que ha habido en el Congreso 
federal y en algunas legislaturas locales han llegado ahí 
por acción de la justicia electoral, o bien por acciones 
afirmativas,3 no como resultado de un mandato directo 
otorgado por la propia diáspora. La propuesta de modifi-
cación constitucional de 2026 parte de esa realidad.
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III. La propuesta de reforma 
constitucional 2026

En marzo de 2026, el Poder Ejecutivo presentó una inicia-
tiva para reformar diversas disposiciones constituciona-
les en materia electoral. Si bien el núcleo de la reforma 
no es el del fortalecimiento de derechos de la comuni-
dad migrante, lo cierto es que incluye propuestas que sí 
podrían contribuir en esa dirección.

3.1. Exposición de motivos

Desde la teoría constitucional, la exposición de motivos 
cumple funciones interpretativas de primer orden: deli-
mita los fines que el poder reformador persigue, orienta 
la aplicación futura de las normas y provee los pará-
metros con los cuales habrá de evaluarse si la reforma 
alcanzó sus propósitos. En ausencia de una motivación 
suficiente, el operador jurídico —y el analista— quedan 
privados de los elementos necesarios para verificar la 
congruencia entre el problema diagnosticado, el diseño 
normativo adoptado y los resultados esperados.

La iniciativa presentada por la presidenta incorpora modi-
ficaciones de alcance significativo para el ejercicio de los 
derechos político-electorales de las personas, pero no 
dedica un solo apartado a fundamentar estas modifica-
ciones, lo cual impide pronunciarse sobre la congruencia 
entre los dispositivos propuestos y sus objetivos, ya que 
estos últimos no son explícitos. 

3.2. Diputaciones migrantes 

La iniciativa es ambiciosa en el sentido de proponer dipu-
taciones migrantes directamente votadas por quienes 
residen en el extranjero. Se propone que entre las dipu-
taciones electas bajo el principio de representación pro-
porcional se incluyan “cien [diputaciones] por votación 
directa en cinco circunscripciones regionales, en donde 
se integrarán las diputaciones electas por las ciudada-
nas y ciudadanos mexicanos residentes en el extranjero” 
(artículo 53). 

En cuanto a la asignación, la reforma propone que “Las 
diputaciones elegidas por las ciudadanas y los ciudada-
nos que residen fuera del territorio nacional se asignarán 
al partido político que corresponda, en cada circunscrip-
ción, iniciando por aquella en la que el partido haya obte-
nido un mayor porcentaje de votación” (artículo 54).

No se explica mucho más sobre el método electivo, la 
cantidad de diputaciones migrantes, ni el mecanismo de 
asignación. Es previsible que esas reglas estén reserva-
das para la reforma legal. En ese sentido, pudiera pre-
sentarse alguno de los siguientes escenarios en la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales 
(LGIPE).

	 	 E1. Los partidos deberán incluir entre sus candida-
turas de RP a personas residentes en el extranjero.4 
Estas candidaturas serán incorporadas a las listas 
abiertas de representación proporcional y, en caso de 
que obtengan la suficiente votación, accederán a una 
curul. En la práctica, este escenario podría conde-
nar a las diputaciones migrantes a quedar fuera de 
la representación. Esto es así porque los índices de 
participación son significativamente más amplios en 
territorio nacional, de manera que los votos emitidos 
fuera del país pudieran ser insuficientes para que los 
liderazgos migrantes accedan a un escaño.

	 	 E2. Los partidos deberán postular en sus listas a per-
sonas residentes en el extranjero y un número deter-
minado de escaños de RP será reservado para estas 
candidaturas. Serán votados directamente por las 
comunidades viviendo fuera del país. Sin embargo, 
el escenario se antoja poco probable porque la deli-
mitación de escaños para la diáspora no está conte-
nida en la propuesta de reforma constitucional, de 
manera que aunque fuera incorporada al texto legal, 
sería controvertible. Ecuador es el mejor ejemplo de 
representación migrante, al reservar seis escaños en 
su Asamblea Nacional (dos por cada una de las tres 
regiones en las que zonificaron al planeta).

	 	 E3. Las y los residentes en el extranjero votarán por 
las candidaturas de representación proporcional, pero 

	 4	 En la conferencia de prensa de la presidenta del 25 de febrero de 2026 se dijo que serían ocho diputaciones de mexicanos residentes en el extran-
jero, distintas que las 97 de mejores perdedores y 95 de listas abiertas. Ese escenario es distinto al que se configuró en la iniciativa formalmente 
presentada.
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no necesariamente encontrarán postulaciones de per-
sonas residiendo fuera del país. Es decir, los partidos 
tendrían la posibilidad de postular liderazgos migran-
tes, pero no hay una cantidad mínima prefijada en 
la ley ni garantías de que lleguen al Congreso. Esta 
opción sería la menos ventajosa, porque podría pro-
vocar que los liderazgos migrantes no lleguen siquiera 
a las campañas. 

Para que la LGIPE consiga el objetivo de dinamizar la par-
ticipación migrante sería necesario que se asegure que 
las y los migrantes puedan votar por sus propias postu-
laciones y que exista un número reservado de asientos 
reservados para la diáspora (Beltrán, 2020). Ello garan-
tizaría una voz en el Congreso, independientemente de 
que todavía sean mayores los niveles de participación 
registrados en territorio nacional.

3.3. Años de residencia

La iniciativa remueve el requisito de que las candidaturas 
sean residentes de la entidad federativa en la que se 
postulen. Expresamente pide “Ser originario de la entidad 
federativa […] y en el caso de las personas mexicanas 
residentes en el extranjero, tener residencia de más de 
tres años fuera de territorio nacional” (artículo 54, frac-
ción III).

El requisito mínimo de residencia busca evitar simula-
ciones. Ecuador y Colombia requieren dos y cinco años, 
respectivamente; Perú no exige residencia mínima. 

Es menester que la ley y los lineamientos que, en su 
momento, expida el INE establezcan cómo se ha de acre-
ditar la residencia. El reto no es menor, ya que un requi-
sito demasiado suave podría prestarse a simulación, pero 
uno demasiado rígido dejaría fuera a aquellas personas 
migrantes en situación irregular.

3.4. El ámbito subnacional

Es de celebrar que la iniciativa de reforma pide a las legis-
laturas de los estados fijar reglas “para que en las eleccio-
nes, las personas mexicanas residentes en el extranjero 

soliciten su registro como candidatas para poder ser vota-
das, mediante postulación de un partido político para inte-
grar las legislaturas locales” (artículo 116).

3.5. Padrón permanente

La iniciativa ordena que el Congreso de la Unión realice las 
modificaciones legales necesarias para que el Padrón Elec-
toral y la Lista Nominal de personas electoras residentes 
fuera del territorio nacional tengan carácter permanente. 

La obligación de reinscribirse en el listado nominal antes 
de cada proceso electoral constituye uno de los princi-
pales obstáculos estructurales para la participación. Sin 
embargo, la implementación de esta medida demanda 
cautela en el diseño de la ley secundaria. La diáspora 
mexicana es una población con alta movilidad: cam-
bios frecuentes de domicilio, tránsitos entre países y, en 
muchos casos, situaciones migratorias irregulares que 
generan incentivos para mantener discreción sobre el 
lugar exacto de residencia. Un padrón permanente que 
no contemple mecanismos ágiles de actualización, o que 
exija datos que comprometan la seguridad de los electo-
res, podría producir un registro desactualizado e incluso 
inhibir la inscripción de quienes más la necesitan. 

IV. Conclusiones

La iniciativa de reforma constitucional de 2026 representa 
un avance sustantivo para los derechos político-electora-
les de la diáspora mexicana. El texto, sin embargo, deja 
sin resolver tres cuestiones que serán determinantes en 
la legislación secundaria: el número de escaños efecti-
vamente reservados para candidaturas votadas desde el 
exterior, el mecanismo concreto de asignación que ase-
gure que esos escaños correspondan a liderazgos reco-
nocidos por las comunidades migrantes y los estándares 
probatorios para acreditar la residencia en el extranjero. 
La ausencia de motivación suficiente en la exposición de 
motivos agrava ese problema. Sin parámetros claros, 
quien legisle tendrá amplio margen para interpretar estas 
disposiciones de manera que el propósito representativo 
pudiera quedar, en la práctica, diluido.




